STJSL-S.J. – S.D. Nº 076/20.-

-En la Provincia de San Luis, a seis días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “CARBALLO LUCIANO RAMÓN c/ PERONI CARLOS EDUARDO y OTROS s/ DAÑOS y PERJUICIOS -LABORAL - ORALIDAD FINAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. N° 140757/9.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del Código Procesal Civil?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse, la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificarse?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que en actuación digital ESCEXT Nº 11669667 de fecha 23/05/2019 el apoderado de los demandados, Sres. CARLOS EDUARDO PERRONI y MARÍA CRISTINA RINAUDO, interpone Recurso de Casación en contra de la Sentencia Definitiva Número Veintinueve de fecha 14/05/2019 (actuación Nº 11575143), dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, que rechazó el recurso de apelación interpuesto en relación a la condena personal como socios de la Sociedad de Hecho, admitiendo lo planteado por la Aseguradora, desvinculándola del proceso. 
2) Que en actuación digital ESCEXT Nº 11753596 de fecha 3/06/2019 fundamenta el recurso.
3) Que pasado el Expediente a dictar sentencia, corresponde examinar, en primer término, el cumplimiento de los recaudos formales impuestos por los artículos 286 y ss. del CPC y C para la admisión de la impugnación.

En orden a ello, advierto que conforme a las constancias de la causa la sentencia recurrida fue notificada el día 17/05/2019 (actuación Nº 1165621), por lo que el Recurso de Casación se interpuso y fundó en término.

De igual modo, ataca una sentencia definitiva, y los recurrentes cumplimentaron con el depósito exigido por el art. 290 del CPC y C (cfr. constancias acompañadas en fecha 23/05/2019 y 3/06/2019).
En consecuencia, en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a) del CPC y C, el recurso articulado es formalmente admisible, por lo que VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Al fundamentar el recurso, los Sres. CARLOS EDUARDO PERONI y MARÍA CRISTINA RINAUDO se agravian de haber sido condenados por su condición de "socios" de la Sociedad de Hecho para la que trabajó el actor ("Sociedad de Hecho RINAUDO MARIA C. y PERONI CARLOS CUIT 30-66912828-9), la que no fue condenada, demandada ni interpelada por el reclamante.
Sostienen que coexisten en el fallo dictado todas y cada una de las características de la sentencia arbitraria que obligan a un inexorable control por parte del este Alto Cuerpo al verse vulnerados derechos constitucionalmente protegidos. 

Argumentan que la sentencia ha interpretado normas societarias en forma contradictoria para con la intervención de la ART LA SEGUNDA S.A., dado que por un lado aplica a los socios responsabilidad directa en la SH y por otro exime y libera de responsabilidad a la ART porque contrató con los socios condenados, y no con la Sociedad de Hecho.
Expresan que los arts. 2, 23, 56 y concordantes de la Ley de Sociedades han sido grotescamente interpretados y aplicados en el fallo impugnado. 

En relación al art. 2 Ley de Sociedades, sostienen que el fallo desconoce que la Sociedad, aún de Hecho e irregular, es ":....un sujeto de derecho…" y como tal tiene personalidad jurídica "propia" y distinta a la de sus socios por lo que no debió confundirse a los socios con la Sociedad.
Que en el caso, la deudora, principal pagadora y responsable sería la Sociedad de Hecho RINAUDO MARIA C. y PERONI CARLOS quien fue la empleadora del actor, fue quien contrató y mantuvo relación con el mismo y por ello, la condena de los socios sin haberse condenado ni investigado a la Sociedad es un arbitrio.
En relación a los arts. 23 y 24 de la Ley de Sociedades argumentan que la responsabilidad que estos instauran para los socios de las Sociedades de Hecho, es "solidaria y directa", sin embargo –alegan- debe existir una condena, sentencia o documento que determine que la Sociedad de Hecho es deudora o no cumplió con sus obligaciones para que los socios deban responder, de lo contrario, se llega al absurdo judicial de condenar a una persona como garante de una obligación que no existe. 
En otro punto sostienen que el fallo es arbitrario porque mal aplica el derecho (arts. 2, 23/24 y 56 Ley de Sociedades) lesionando directamente garantías constitucionales de los condenados. Argumentan que necesariamente debe existir condena de la Sociedad para que los socios respondan personal, directa, ilimitada y solidariamente por la misma y que en autos la Sociedad de Hecho RINAUDO MARIA C. y PERONI CARLOS no ha sido demandada, interpelada y menos aún condenada por el hecho investigado. 
Asimismo invocan “contradicción en la sentencia”, cuestionando que el fallo exime de responsabilidad a la ART con los mismos fundamentos con los que se condena a los socios. Sostienen que si se entiende que los socios se obligan por sí cuando actúan con una Sociedad de Hecho, no puede eximirse y liberarse a la ART de su responsabilidad por haber contratado con la Sociedad de Hecho y no con sus socios.
Por último, exponen diversas consideraciones en orden a la arbitrariedad de sentencia, que doy por reproducidas brevitatis causae.
 2) Que LA SEGUNDA ART contesta el traslado del recurso en actuación digital de fecha 24/06/2019 (ESCEXT Nº 11909603). Puntualmente argumenta, en torno al acierto del fallo, que la Sociedad de Hecho asegurada no era la empleadora del actor.

Señala que surge con toda claridad de la prueba documental acompañada y testimonial rendida en autos, que el Contrato de Afiliación Nº 071533 de fecha 1º de noviembre de 2004 corresponde a la Sociedad de Hecho que integran PERONI CARLOS EDUARDO y RINAUDO DE PERONI MARíA CRISTINA, con domicilio en la localidad Vicuña Mackena Provincia de Córdoba, que tiene como objeto social la “Venta al por menor de productos veterinarios, animales domésticos y alimento balanceado para mascotas”, y no a la razón social que integran los mismos socios denominada “RINAUDO MARIA CRISTINA y PERONI CARLOS E.” con CUIT Nª 30-66912828-9 que tiene como objeto social la “Cría de ganado bobino, invernada de ganado bobino y cultivo de girasol”, que desarrollaba su actividad en el inmueble rural de Villa Praga Dpto. San Martín de esta provincia de San Luis, donde prestaba tareas como trabajador rural el actor.

Asevera que en relación a esta última no se acreditó cobertura alguna a cargo de la Aseguradora y por tal razón se declaró su “Falta de legitimación pasiva”.

3) Que el Sr. Procurador General contestó vista en actuación digital Nº 12428830 de fecha 7/09/2019 pronunciándose por el rechazo del Recurso de Casación en razón de no advertir configurado el error de derecho que se reclama.
4) Que pasados los autos a dictar sentencia corresponde entrar en el tratamiento sustancial del recurso y dilucidar si la Excma. Cámara al fallar incurrió en errónea aplicación o interpretación legal dado que de no ser así la casación no podría prosperar. 
Tal como se ha sostenido, “el recurso de casación solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley.” (Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª Edición, p.213) (cfr. STJSL-S.J.–S.D. Nº 086/19 del 21/05/2019, “DALLO CAROLINA ELDA c/ LÓPEZ LILIANA GRACIELA y OTRO s/ COBRO DE PESOS - LABORAL- RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 274419/14; STJSL-S.J.– S.D. Nº 079/19 del 8/05/2019 “JOFRÉ ESTELA MYRIAM c/ AGUILAR ALFREDO y OTRO s/ DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP N° 122986/3); para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (STJSL-S.J.–S.D. Nº 015/19 del 19/02/2019 “BRITO NILDA MERCEDES c/ LUCERO ANA GABRIELA s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 235365/12; STJSL-S.J.– S.D. Nº 088/18 del 23/04/2018 “NORTE S.A. c/ MONTENEGRO YOLANDA s/ CONSIGNACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 114308/5).
Bajo tales premisas, entiendo que la argumentación expuesta por los recurrentes es insuficiente para encuadrar lo resuelto en las causales contempladas por el art. 287 del CPC y C, por lo que, compartiendo lo dictaminado por el Sr. Procurador General, me pronuncio por el rechazo del recurso.
En efecto, en mi opinión, el planteo recursivo se reduce fundamentalmente a criticar la condena personal de los socios que integran la Sociedad de Hecho, bajo la pretensión de estarse ante una errónea interpretación o aplicación legal, cuando en rigor, esto no es así.
Se ha dicho que “…la Sociedad de Hecho (cuya mención expresa ha sido eliminada en la LGS) es aquella que funciona como tal sin haberse instrumentado, gozando sólo de una personalidad jurídica precaria, siendo propio de éstas, ser representadas por cualquiera de los socios, lo que conlleva que sus integrantes queden obligados personal y solidariamente al cumplimiento de las obligaciones asumidas”. (cfr. Grispo, Jorge Daniel, Sociedades no constituidas según los tipos del capítulo II y otros supuestos (sociedades de hecho, irregulares, en formación, y unipersonales irregulares). LA LEY 10/07/2015, 10/07/2015, 1 - LA LEY 2015-D, 641).
Que en concordancia con ello, el a-quo consideró: “Conforme al tipo régimen de representación de este tipo de sociedades, en que cualquiera de los socios obliga a la sociedad (art. 24) Ley de Sociedades ... los terceros que contratan con una sociedad de hecho, pueden demandar individual o colectivamente a sus socios integrantes, pues estos son obligados directos, personal, ilimitada y solidariamente con la sociedad”.
Y en igual sentido, la jurisprudencia tiene resuelto: “La sociedad de hecho es aquella irregularmente constituida, esto es, no sujeta a ninguna forma regular conforme están estructuradas las sociedades en la LSC, … los terceros pueden demandar individual o colectivamente a los socios, que son obligados directos, personal, ilimitada y solidariamente con la sociedad, por lo que la demanda puede ser dirigida contra la sociedad y/o contra los socios que la integran.” (cfr. CNTrab. Sala VI; 30/10/2013; Sabaris, Fernando Gabriel vs. Zillo, Rodolfo Hugo y otros s, Despido. Boletín de Jurisprudencia de la CNTrab.; RC J 597/14); “Los integrantes de una sociedad irregular o de hecho no pueden alegar el derecho de excusión (art. 23, Ley 19550) y por lo tanto su responsabilidad no es subsidiaria. Así el actor puede exigir el pago a los deudores solidarios o a cualquiera de ellos, situación que no variará si la demanda es dirigida contra la sociedad de hecho, ya que la administración puede ser ejercida por cualquiera de los socios.” (cfr. CNTrab. Sala VIII; Martínez, José Ramón vs. Martínez, Pedro Luján y otro s. Despido. 16/03/2005; Boletín de Jurisprudencia de la CNTrab.; RC J 11990/07).
En consecuencia, en mi opinión, resulta incuestionable la interpretación y aplicación del derecho por parte del a-quo.

Que por otra parte, el planteo que los recurrentes formulan argumentando “contradicción en la sentencia” por haberse eximido de responsabilidad a la ART, es también improponible en esta instancia de excepción.

Entiendo que el análisis del a-quo es correcto, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo no puede ser responsabilizada en autos habida cuenta que la póliza agregada en autos corresponde a la Sociedad de Hecho formada por los demandados para el desarrollo de la actividad veterinaria en Vicuña Mackena, Prov. de Córdoba, no a la “Cría de ganado bobino, invernada de ganado bobino y cultivo de girasol” en el inmueble rural de Villa Praga Dpto. San Martín de esta provincia de San Luis, donde el actor prestaba tareas como trabajador rural.

En conclusión, de acuerdo a lo señalado precedentemente considero oportuno recordar que “la tacha de arbitrariedad –doctrina admitida como creación pretoriana por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y seguida por este Tribunal- no es hábil ni suficiente para fundamentar un recurso de casación civil.” (STJSL-S.J. –S.D. Nº 083/18 del 23/04/2018, "FERNÁNDEZ JORGE c/ ESTANCIA LOS AROMOS y OTRO. RECURSO DE CASACIÓN.” - IURIX EXP. N° 132428/7,); asimismo, que “la casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio.” (STJSL-S.J.–S.D. Nº 103/18 del 24/05/2018 “MAGALLANE RITA EVIT c/ OSECAC y OTROS – DESPIDO - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 140243/8; STJSL-S.J.–S.D. Nº 047/16 del 31/03/2016, “SIRONE, LUIS BARTOLO c/ BLANCO RICARDO LUIS s/ LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 172912/5; STJSL-S.J. N° 102/13 del 6/11/2013, “URQUIZA ALICIA INES c/ MAZZONI CARLOS y OTRA s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN." Expte. Nº 01-U-13 - IURIX Nº 172642/9; STJSL-S.J.–S.D. Nº 121/15 del 17/12/15 “MACAUDIER, MARIO ALBERTO c/ SANDRA TORRES y OTROS s/ REIVINDICACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 176584/8).
En razón de lo expuesto, y fundamentos dados, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA  CUESTION, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto, con pérdida del depósito. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Costas a los vencidos (art. 68 del CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.

San Luis, seis de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto, con pérdida del depósito.
II) Costas a los vencidos.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.
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